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León, Guanajuato, a 31 treinta y uno de octubre del año 2011 dos mil once. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
V i s t o s para resolver  los autos del proceso administrativo identificado con el número 334/2011-JN, promovido por el ciudadano Miguel Mares Cabrera; y; . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que el actor se ostentó sabedor del acto impugnado, lo que fue el 27 veintisiete de agosto de 2011 dos mil once, sin que de los autos de la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . 

TERCERO.- La existencia del acto impugnado, consistente en la sanción  de multa por la cantidad de $3,100.00 (Tres mil cien pesos 00/100 moneda nacional), se encuentra acreditada en autos con el original del recibo con número de folio 12,975 1 -Doce mil novecientos setenta y cinco espacio uno-, de fecha 27 veintisiete de agosto del año 2011 dos mil once; así como con la boleta de control y el dictamen médico, elaborados en la Dirección de Oficiales Calificadores; documentales que en original fueron ofrecidas y admitidas la primera, como prueba a la parte actora y, los segundos por la autoridad demandada, (visibles en autos -el recibo en copia certificada y la boleta de control y el dictamen en original-, a fojas 8 ocho, 21, veintiuno, 22 veintidós y 25 veinticinco respectivamente); las que merecen pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78, 118 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; toda vez que se trata de documentos públicos, expedidos por los servidores públicos en el ejercicio de sus funciones, y además reconocidos por el propio Oficial Calificador, al contestar la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.-  En cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgador procede a fijar clara y precisamente el punto controvertido en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Del escrito de demanda y de las constancias del proceso que nos ocupa, se desprende que con fecha 27 veintisiete de agosto del 2011 dos mil once, el Oficial Calificador en turno, Luis Carlos Gómez Aranda, impuso al ciudadano Miguel Mares Cabrera, una sanción de multa por la cantidad de $3,100.00 (Tres mil cien pesos 00/100 moneda nacional), con motivo de conducir un vehículo en estado de ebriedad incompleta. Multa que el actor pagó, a fin de obtener su libertad, acreditando todo lo anterior con el recibo número 12,975 1 (Doce mil novecientos setenta y cinco espacio uno), de la fecha en mención. . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, el justiciable considera ilegal la sanción impuesta, pues refiere básicamente que no se acreditó su supuesto estado de ebriedad;  que no se le dio la oportunidad de defenderse; y que se le impuso una sanción fijando un monto predeterminado, sin tomar en cuenta sus ingresos, lo que se debió hacer para determinar el monto a pagar; los que constituyen los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Por cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

En la especie, la autoridad demandada no hizo valer causal alguna de improcedencia o sobreseimiento; en tanto que de oficio, este Juzgador no advierte que, en el caso concreto, se actualice alguna que impida el estudio del fondo del negocio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- No existiendo impedimento legal, este juzgador procede al examen de los conceptos de impugnación esgrimidos por el actor. . . . . . . . . . . . .  

En los conceptos de impugnación enumerados como agravios 1.- y 2.-, los cuales tienen íntima relación entre sí, el actor, a grosso modo, expresa que le causa agravio el cobro indebido y el que se ejecute la sanción toda vez que no se le dio la oportunidad de defenderse y que no se acredita el supuesto estado de ebriedad, pues el Oficial Calificador sólo se basó en un ligero examen corporal para decidir que infringió el Reglamento de Tránsito, siendo que la prueba idónea sería la muestra “emética”, por lo que la prueba practicada fue ilegal al no hacerse con su consentimiento y con la asistencia de un abogado defensor. . . 

Por su parte el Oficial Calificador demandado, al contestar la demanda  expresó que es ineficaz e inoperante lo reclamado por el actor, pues la imposición de la sanción fue en base al reglamento aplicable y que está por demás demostrado con el examen médico y la boleta de control, la comisión de la infracción por parte de este. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

A juicio de este resolutor, resulta infundado el concepto de impugnación expresado por el actor, toda vez que carece de razón al señalar que no se acreditó el supuesto estado de ebriedad, pues ello se acredita en el presente expediente con la exhibición del examen médico número 372321 (tres-siete-dos-tres-dos-uno), emitido el 27 veintisiete de agosto de 2011 dos mil once y suscrito por la Doctora Rafaela Domínguez Meza, con cédula profesional número 1812427 (localizable a foja 25 veinticinco); en el que concluyó que el conductor Miguel Mares Cabrera, se encontraba ebrio incompleto y que no era apto para conducir vehículos de motor; documental pública a la que se le otorga pleno valor probatorio de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; al tratarse de un documento público emitido por la funcionaria emisora en el ejercicio de sus atribuciones; sin que se aprecie en la presente causa administrativa que el actor hubiere objetado en cuanto a su alcance y valor probatorio dicha documental. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Luego entonces, sí se encuentra acreditado en el presente proceso, que el ciudadano actor se encontraba en estado de ebriedad; ahora bien, en cuanto a su afirmación de que la prueba idónea para demostrar el estado de ebriedad sería la muestra “emética” y hacerse con su consentimiento y con la asistencia de un abogado defensor; también son infundadas, ya que no expresa el fundamento que sustente tales aseveraciones; por lo que los conceptos de impugnación señalados son infundados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Por lo que hace a que no se le dio la oportunidad de defenderse, también es infundado; ya que en la boleta de control número 338,619 (tres-tres-ocho-seis-uno-nueve) de fecha 27 veintisiete de agosto del año en curso, aportada por el Oficial Calificador demandado (visible a fojas 21 veintiuno y 22 veintidós), en el apartado de fundamento, se hizo contar lo siguiente: “SIENDO… ES PRESENTADO… LA PERSONA QUIEN DIJO LLAMARSE…, SE LE HACE SABER QUE TIENE DERECHO A ENTABLAR COMUNICACIÓN CON PERSONA DE SU CONFIANZA PARA QUE LE ASISTA, NO HACIENDO USO DE TAL DERECHO, POR LO QUE CONTINÚA CON EL PROCEDIMIENTO………” para más adelante consignar: “… SE LE DA EL USO DE LA VOZ AL CIUDADANO: ‘MANIFIESTA QUE VENIA MANEJANDO SU VEHICULO…’ LA PERSONA NO DESEA DECLARAR MAS…”; boleta de control que, al no ser objetada de modo alguno por el actor, merece pleno valor probatorio por ser un documento público, ello de conformidad a lo establecido en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

Así las cosas, todo lo anterior conlleva a concluir que, conforme a lo que se dispone en los artículos 32 y 35, fracción III del Reglamento de Policía para el Municipio de León, Guanajuato; el justiciable sí tuvo la ocasión de defenderse, pues al tener el uso de la voz pudo haber expuesto todo lo que a su derecho conviniera, incluso la posibilidad de haber ofrecido pruebas de su intención, lo que no realizó; sin pasar desapercibido de que también se le hizo saber que tenía derecho a establecer comunicación con persona de su confianza para que lo asistiera y defendiera, derecho que no ejerció, luego entonces, es por todo lo antes expresado que resultan infundados los conceptos de impugnación (agravios) en estudio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por otra parte, en lo que señala como agravio 6.- expone que existe falta de motivación y fundamentación del acto reclamado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Argumento que, como concepto de impugnación, también resulta infundado, pues en la boleta de control mencionada en supralíneas, se observa que se contienen ordenamientos y dispositivos legales aplicables al caso concreto, así como los motivos y razones que conllevaron al Oficial Calificador demandado a imponer la sanción de multa al impetrante del proceso. . . . . . . . . .    


Por último, en el concepto de impugnación señalado con el número 4.-, expresa el actor que le causa agravio que se vulnere el artículo 22 Constitucional, porque en su perjuicio se cobró una multa en un monto predeterminado, sin tomar en cuenta sus ingresos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. 


Al respecto, quien resuelve considera que también es infundado e inoperante dicho argumento, pues amén de que el precepto constitucional que cita, no se refiere a las sanciones administrativas ni al límite de las multas; del análisis de las constancias que integran este proceso y de la lectura del artículo 35 del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, que a la letra establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 35.- Se prohíbe conducir vehículos, cuando el conductor se encuentre en estado de ebriedad incompleta, completa, o bajo el influjo de sustancias psicotrópicas, estupefacientes u otras semejantes. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El incumplimiento de lo dispuesto en este artículo se sancionará con base en la siguiente tabla: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sanción . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Arresto administrativo de 12 a 36 horas, conmutable de 70 a 120 días de salario mínimo general vigente en la zona” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se desprende claramente que con motivo de la infracción se le impuso la multa mínima que prevé la norma aplicable, por lo que el Oficial Calificador quedaba eximido de razonar su arbitrio para fijar la cuantificación de la misma, atento al criterio que sostiene nuestro máximo Tribunal en el País, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   
“MULTA MÍNIMA. LA CIRCUNSTANCIA DE QUE NO SE RAZONE SU IMPOSICIÓN NO VIOLA GARANTÍAS. Cuando la autoridad sancionadora, haciendo uso de su arbitrio, estima justo imponer la multa mínima contemplada en la ley tributaria aplicable, ello determina que el incumplimiento de los elementos para la individualización de esa sanción pecuniaria, como lo son: la gravedad de la infracción, la capacidad económica del infractor, la reincidencia de éste, etcétera, resulte irrelevante y no cause violación de garantías que amerite la concesión del amparo, toda vez que tales elementos sólo deben tomarse en cuenta cuando se impone una multa mayor, pero no cuando se aplica la mínima, pues es inconcuso que legalmente no podría imponerse una menor a ésta”. Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Tercer Circuito. Novena Época. Registro: 195324. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.  VIII, Octubre de 1998. Materia(s): Administrativa. Tesis: XIII.2o. J/4. Página:  1010. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De donde se establece que el Oficial Calificador demandado impuso la multa mínima conforme a la siguiente operación matemática y considerando el salario mínimo general vigente en la zona para el año 2011 dos mil once, de $56.70 (Cincuenta y seis pesos 70/100 moneda nacional): 70 (setenta días de multa mínima artículo 35 Reglamento de Tránsito Municipal) x $56.70 (Cincuenta y seis pesos 70/100 moneda nacional) que es el salario mínimo diario vigente en la zona, da un resultado  de  $3,969.00 (Tres mil novecientos sesenta y nueve pesos 00/100 moneda nacional), que es el importe de la multa. . . . . . . . .  

Luego entonces, si el importe de la multa mínima sería la cantidad de $3,969.00 (Tres mil novecientos sesenta y nueve pasos 00/100 moneda nacional) resulta que al imponer, el Oficial Calificador, una sanción de multa por la cantidad de $3,100.00 (Tres mil cien pesos 00/100 moneda nacional), impuso todavía una multa por debajo de la mínima, lo que redunda en beneficio del propio actor, por lo que  aunado al hecho de que éste debió haber demostrado, en la audiencia de calificación respectiva o bien durante la secuela del presente proceso, si se trataba de un trabajador asalariado o no, y en este último caso, haber comprobado sus ingresos, los argumentos vertidos en el concepto de impugnación en estudio, no pueden tomarse en cuenta a efecto de demostrar la ilegalidad de la sanción que impugna, de ahí que resulte inatendible dicho concepto de impugnación . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Finalmente, se determina que los conceptos de impugnación expresados son insuficientes en lo general; toda vez que el actor no controvirtió las consideraciones y fundamentos torales del acto impugnado, por lo que al no haberse controvertido y, por ende, no demostrarse su ilegalidad, éstas continúan rigiendo el sentido del acto impugnado en el presente proceso, ello conforme a lo que se establece en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . 

"CONCEPTOS DE VIOLACION QUE OMITEN COMBATIR ALGUNAS CONSIDERACIONES EN QUE SE APOYA EL ACTO RECLAMADO. SON INSUFICIENTES. Los conceptos de violación deben estar relacionados directa e inmediatamente con los fundamentos del acto reclamado, para que de esta forma queden de manifiesto los vicios de que adolezca; por tanto si el quejoso omite hacerse cargo de algunas consideraciones en que se apoyó la autoridad responsable y no las combate, el Tribunal Colegiado no está en aptitud de examinar la constitucionalidad de éstas y por consecuencia deben subsistir." SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Amparo directo 297/90. Roberto González Granados. 15 de agosto de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Vicente Martínez Sánchez. Nota: Esta tesis también aparece en el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, Tomo VI, Materia Común, Segunda Parte, tesis 716, página 482. No. Registro: 208,986. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 86-1, Febrero de 1995. Tesis: VI.2o. J/352. Página: 45. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

 Así las cosas, al resultar infundados e inoperantes en lo individual, e insuficientes en lo general los conceptos de impugnación analizados; además de que no se desvirtuó la presunción de legalidad del acto impugnado, resulta procedente reconocer totalmente su legalidad y validez; de conformidad con lo dispuesto en el artículo 300 fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . .  

SÉPTIMO.- De lo solicitado por el justiciable, se encuentra también la pretensión consistente en la devolución del monto erogado por el pago de la multa, lo que se traduce en la acción que se prevé en la fracción III del artículo 255 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No resulta procedente tal pretensión, pues al resultar válido el acto combatido, por ser infundados e insuficientes los conceptos de impugnación, no surge derecho alguno para reclamar las acciones contenidas en las fracciones II y III, del citado precepto del Código de Procedimiento y Justicia, pues las mismas son accesorias de la de nulidad; la que no se dio en este asunto. . . . . . . . . . . . . . . 

Lo anterior resulta congruente con el criterio emitido por el Pleno del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, visible en la página 111 de la publicación denominada “Criterios 2000-2008” y que dice: . . 

"ACCIONES PREVISTAS EN LAS FRACCIONES II Y III DEL ARTÍCULO 56 DE LA LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE GUANAJUATO. NATURALEZA ACCESORIA DE LAS.-  De las tres acciones precisadas en el artículo 56 de la Ley de Justicia Administrativa de Guanajuato, la correspondiente a la fracción I resulta ser principal respecto a las de reconocimiento del derecho e indemnización de daños y perjuicios contemplados en las restantes fracciones.  Ello es así, porque para hacer procedentes las accesorias o secundarias (fracciones II y III del numeral en cuestión) se requiere inexorablemente la declaratoria de nulidad de un acto o resolución. Ahora bien, habiendo prosperado ésta, puede conllevar ello al reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica y la adopción de medidas para su pleno restablecimiento e incluso la indemnización por daños y perjuicios causados por el acto demandado que fue declarado nulo;  de tal suerte que de reconocerse la validez del acto reclamado, por encontrarse apegado a derecho, es incuestionable que las restantes acciones perderían su razón de ser." (Toca 55/03. Recurso de reclamación promovido por Ricardo Sánchez Acevedo e Isidro Sánchez Rangel. Resolución de fecha 13 de agosto de 2003)”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 287, 298, 299 y 300, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

SEGUNDO.- Resultó procedente el proceso administrativo promovido. . . . 

TERCERO.- Se reconoce totalmente la legalidad y validez de la sanción de multa impuesta el día 27 veintisiete de agosto del presente año, por la cantidad de $3,100.00 (Tres mil cien pesos 00/100 moneda nacional); en base a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- No resultó procedente la condena a la autoridad demandada a la devolución del monto erogado; atento a lo señalado en el Considerando Séptimo de este mismo fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

